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1. ANTECEDENTES 

 

1.1.  Sobre el libelo 

 

Los señores Sandra Milena Virginia Jiménez y Erwald Johannes de La 

Croes instauraron demanda reivindicatoria contra Olga Beatriz Rojas 

Arenas con base en los siguientes hechos:  
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Los libelistas señalan que la señora Sandra Milena Virginia y su cónyuge 

Erwald Johannes de La Croes adquirieron, mediante escritura pública 

número 5103 del 25 de noviembre del 2004, un apartamento con 

parqueadero ubicado en la Unidad Colina de Asís del municipio de Itagüí, 

en la calle 34 N° 64-1101. 

 

Los demandantes indican que instauraron pretensión de entrega del 

tradente al adquirente en contra de los vendedores de los bienes inmuebles 

anteriormente mencionados, y por medio de sentencia proferida por el 

Juzgado Primero Civil del Circuito de Itagüí el 19 de julio de 2013 se 

ordenó su entrega, comisionándose al inspector de policía de San Pío, del 

Municipio de Itagüí, para el cumplimiento de la referida orden. 

 

La señora Olga Beatriz Arenas Rojas, demandada en este proceso y 

compañera sentimental de uno de los vendedores del apartamento, se 

opuso a la entrega ante la autoridad comisionada, manifestando ser 

poseedora del bien en compañía de sus hijos; posteriormente, el Juzgado 

Primero Civil del Circuito de Itagüí, mediante auto del 22 de abril del 2016, 

reconoció la calidad de poseedora de la referida señora y la dejó como 

depositaria. 

 
1 El apartamento identificado con el número 364 se encuentra alinderado de la siguiente manera: 
“Por el noroccidente, en línea con quebrada que suma 6,29 metros aproximadamente con el bloque 
número 17; por el suroriente, con muro divisorio que lo separa del apartamento 363 del mismo 
edificio en una longitud aproximada de 7.70 metros; por el suroccidente en línea quebrada que los 
separa del punto fijo con una longitud aproximada de 5,30 metros; y por noroccidente con la 
fachada principal del edificio que da al vacío sobre zona verde común; por el nadir con losa común 
que le sirve de piso a este apartamento y al 264 y por el cenit con losa que sirve de cubierta a este 
apartamento y de piso al 464 del edificio.” 
El referido parqueadero número 328, destinado al estacionamiento de vehículos en la Unidad 
Colina de Asís, es presentado con los siguientes linderos:  “Por el nororiente con línea recta 
aproximada de 5 metros y que lo separa del parqueadero 327; por el suroriente, en línea recta de 
2.30 metros, desmarcada en el piso y que lo separa de la vía vehicular de circulación interna; por el 
suroccidente en línea recta de 5 metros que lo separa del parqueadero 329; por el noroccidente con 
el andén y zona verde común en una longitud aproximadamente de 2,30 metros y por el nadir con 
el terreno común de la urbanización.” 
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De igual manera, los demandantes indican que se encuentran privados de 

la posesión material de los bienes, ya que la demandada se niega a 

desocupar el apartamento bajo el argumento de que su compañero 

sentimental y vendedor del referido bien no le había dado $25.000.000 

para su sostenimiento y el de sus hijos.  

 

Dicho lo anterior, los libelistas solicitan: (i) la entrega material del 

apartamento identificado con la M.I. número 001-881287 y el parqueadero 

328 identificado M.I.  número 001-881328; y (ii) consecuencialmente, se 

condene a la demandada al pago de los frutos naturales o civiles de los 

bienes referidos, no solo los percibidos sino también los que los dueños 

hubieren podido percibir.  

 

1.2.  Contestación a la demanda 

 

La demandada se opuso a lo pretendido, indicando que no le consta que 

los demandantes sean los actuales titulares del derecho real de dominio; 

no obstante, señala que ejerció actos de señora y dueña tanto del 

apartamento como del parqueadero desde septiembre del año 2005. 

Además, indica que la señora Beatriz Rojas ingresó a dichos inmuebles de 

buena fe y con previa autorización del dueño el señor Oscar López.  

 

La pasiva, además, pide que, en caso de ordenar la reivindicación, debe 

reconocerse a su favor las mejoras realizadas por su mandante Sergio 

Sánchez según la prueba aportada a este proceso. 
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Por último, la parte pasiva presentó las siguientes defensas denominadas 

excepciones de mérito: (i) presunción de propiedad del poseedor, ya que 

considera un hecho notorio la posesión ejercida por la señora Olga Rojas 

como quedó probado dentro del proceso; (ii) no cumplimiento de los 

requisitos para reivindicar, ya que no se cumple con lo establecido por la 

jurisprudencia en lo referente a la prioridad que tiene la presunción del 

dominio del poseedor material; (iii) enriquecimiento sin causa, ya que los 

demandantes señalan que la posesión de la señora Olga Rojas es de mala 

fe para evitar el pago de las mejoras que les corresponden; (iv) temeridad 

y mala fe, ya que los demandantes mienten al señalar que la demandada y 

el señor Oscar López tenían una relación sentimental para el año 2013.  

 

1.3. De la sentencia impugnada 

 

En providencia proferida el 21 de octubre de 2021, el Juzgado Segundo 

Civil del Circuito de Itagüí estimó parcialmente las pretensiones planteadas 

en el libelo. En primer momento ordenó la reivindicación del apartamento 

y del parqueadero ubicado en el municipio de Itagüí, en la Unidad Colina 

de Asís, sin reconocer frutos a favor de los libelistas, ni mejoras a cargo de 

estos.  

 

El juzgador de primer grado señaló que el dominio de los actores quedó 

acreditado con el certificado de libertad y con la escritura pública de 

adquisición de los bienes litigiosos. Igualmente, indicó que se encuentra 

confirmada la posesión ejercida por la demandada, pero estimó que no hay 

prueba tendiente a demostrar un mejor derecho, como lo daría la 

consolidación de una prescripción adquisitiva de dominio.  
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Finalmente, sobre las defensas planteadas por la parte demandada, en la 

sentencia se expuso que no se configura un enriquecimiento sin causa por 

la parte demandante, sin que puedan considerarse como mejoras el pago 

de administración o el pago de servicios públicos; igualmente, se indica 

que no se demostró temeridad y mala fe en los actores.  

 

1.4. De la impugnación  

 

La pasiva, inconforme con lo decidido, presentó recurso de alzada frente 

a la sentencia del juzgador de primer grado, señalando que dentro del 

proceso hubo el suficiente material probatorio para acreditar que la 

posesión de la señora Olga Rojas fue anterior al negocio jurídico realizado 

por los demandantes en el año 2012.  

 

1.5. Del trámite de segunda instancia  

 

1.5.1.  Sustentación del recurso.  Según la pasiva, el a quo no tuvo en 

cuenta “la exigencia de la existencia de un título de dominio anterior a la posesión del 

demandado”, por lo que estima que hubo un error en la apreciación 

probatoria al dar por acreditado el dominio del demandante en 

reivindicación; considera que el certificado de tradición “a simple vista no 

logra determinar que la adquisición del dominio era anterior al inicio de la posesión”. 

 

La recurrente es enfática en exponer que la sentencia de primer grado 

desconoció la línea jurisprudencial sobre el tema, pese a que está 

demostrado que su posesión iniciada es anterior al dominio de la parte 

actora; es decir, debió acreditarse “que la titularidad fue otorgada en fecha 

anterior a la fecha en que inició la posesión la señora Olga Beatriz Rojas -año 2005- 
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o mediante escritura que demuestre su anterioridad”. Para la demandada, en el 

expediente no obra prueba que demuestren estas circunstancias; por el 

contrario, se evidencian pruebas de una posesión continua e 

ininterrumpida que data de muchos años.2  

 

Así mismo, la impugnante, apoyada en argumentos jurisprudenciales, se 

pregunta por lo siguiente: “¿Basta con allegar el certificado de tradición y libertad 

en una acción reivindicatoria para probar el derecho de dominio sobre la propiedad que 

se pretende reivindicar?”; cuestión que según la recurrente debe resolverse 

negativamente “puesto que, los certificados expedidos por la oficina de registro de 

instrumentos públicos, como surge del artículo 54 del Decreto 1250 de 1970, son 

constancias sobre la situación jurídica de los bienes sometidos a registro, por tanto, para 

acreditar dicha propiedad es preciso que se aporte el respectivo título que da origen a ese 

derecho. (Corte Suprema de Justicia, S. CC 588 de 2015)”.  

 

La demandada insiste en que está demostrada la calidad de poseedora 

desde el 2005, por lo que su posesión debe preservarse mientras no se 

acredite un título anterior a esa fecha. Expone que no puede desconocerse 

el precedente jurisprudencial vertical porque de hacerlo se violaría el 

principio de seguridad jurídica. Finalmente, se insiste en la presencia de un 

defecto fáctico por “la valoración caprichosa y equivocada de los certificados de 

tradición y libertad anexados”, lo que “genera ausencia de valoración integral de la 

totalidad del acervo probatorio del proceso, otorgando así, una decisión completamente 

errónea”. 

 
2 Pruebas como: constancias de pago del crédito hipotecario realizadas en 2008, 2009 y 2010, 
certificación emitida por el representante legal de la copropiedad COLINA DE ASIS P.H donde 
establece que la demandada habita el bien inmueble identificado desde el 15 de septiembre de 
2005, copia de planillas de asistencia de la demandada a las asambleas ordinarias, pago de 
impuesto predial en el año 2013, pagos de cuotas de administración y el testimonio de la señora 
PATRICIA DE LOS RIOS. 
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1.5.2 Alegatos de la parte demandante. En segunda instancia los actores 

exponen que no es cierto que la demandada sea poseedora desde el año 

2005 de los bienes reivindicados. Señalan que esta calidad solo la tiene a 

partir de su oposición en el procedimiento del tradente al adquirente, esto 

es, a partir del día 22 de abril de 2016. Igualmente, indican que esta calidad 

de poseedora es “espúrea, falacia o mentirosa”, y que más bien la prueba 

demuestra que sus hechos defensivos son contrarios a la realidad.  

 

 

2.  CONSIDERACIONES 

 

2.1. Presupuestos procesales 

 

Es menester precisar, antes de discurrir sobre las consideraciones de 

fondo, que los requisitos formales del proceso se han respetado. En el 

proceso jurisdiccional no se observan vicios que afecten su validez y 

eficacia. 

 

2.2. Sobre los problemas jurídicos a resolver en segunda instancia y 

límites de la competencia funcional 

  

La sentencia de primera instancia estimó las pretensiones reivindicatorias 

formuladas, encontrando como superados todos sus presupuestos 

axiológicos. Asimismo, en la referida providencia, si bien se reconoce que 

la parte demandada es poseedora, se señala que la parte pasiva no ha 

demostrado algún hecho que pueda enervar el éxito de la reivindicación, 

como sería el concerniente al tiempo requerido para prescribir.  
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Como la recurrente única no controvierte el análisis realizado por el a quo 

sobre dominio, singularidad de las cosas reivindicables, posesión e 

identidad entre lo poseído y lo pretendido, la Sala solo está convocada a 

resolver lo siguiente:  

 

- ¿Para el éxito de la pretensión reivindicatoria debe acreditarse la 

titularidad del derecho de dominio con anterioridad a la posesión 

ejercida por el demandado?  

 

- ¿Cuáles normas y qué tipo de referentes jurisprudenciales sirven 

para comprender el anterior problema?  

¿Cómo entender las pruebas para acreditar los supuestos fácticos 

vinculados con el asunto?  

¿Qué cargas probatorias debe asumir la parte demandante para el 

éxito de su pretensión de reivindicación y en qué circunstancias 

podría ser desestimada la misma?  

 

Es importante tener en cuenta que la Sala analizará exclusivamente los 

reparos debidamente sustentados en segunda instancia, vinculados con la 

prueba de los límites temporales del dominio de los demandantes y la 

posesión ejercida por la demandada y el posible desconocimiento del 

precedente vertical por parte del a quo, sin que sea viable entrar a evaluar 

aspectos concernientes a las prestaciones mutuas. 

 

Ni los demandantes apelaron por el no reconocimiento de los frutos, ni la 

demandada impugnó la desestimación de las mejoras. Teniendo en cuenta 

lo dispuesto en el artículo 328 del CGP, por los límites propios de la 
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competencia funcional, el Tribunal se abstendrá de resolver sobre estos 

puntos.  

 

2.3. Marco jurídico 

 

2.3.1 Sobre la reivindicación y la posesión como elemento suficiente 

para enervar la pretensión reivindicatoria. Téngase presente que la 

reivindicación o “acción de dominio”, como también la denomina la ley, 

es la que tiene el dueño de una cosa singular de que no está en su posesión, 

para que el poseedor de ella sea condenado a restituirla, esto con base en 

el artículo 946 del Código Civil.  

 

Para que el juzgador acceda a la pretensión reivindicatoria, es necesario 

acreditar unos presupuestos axiológicos, a saber: a) titularidad del derecho 

de dominio; b) calidad de poseedor, y c) singularidad e identidad de los 

bienes pretendidos. Dicho esto, es menester precisar que solo en caso de 

que los referidos presupuestos axiológicos sean debidamente acreditados 

dentro del proceso, estará llamada a prosperar la pretensión de 

reivindicación.3  

 

Ahora bien, en lo concerniente a la posesión, uno de los presupuestos 

axiológicos necesarios para la prosperidad de la reivindicación, debe 

tenerse en cuenta que esta no se configura jurídicamente con simples actos 

materiales o mera tenencia de quien habita el bien, dado que se requiere la 

conjugación de dos componentes esenciales para que se materialice la 

 
3 Cfr Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, sentencias de 14 de marzo de 1997 
(MP José Fernando Ramírez Gómez), de 2 de diciembre de 1997 (MP Pedro Lafont Pianetta), de 8 
de febrero de 2002 (MP Jorge Santos Ballesteros), de 12 de diciembre de 2001 (PP. José Fernando 
Ramírez Gómez) y de 30 de julio de 2010 (William Namen Vargas). 
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misma, uno de carácter externo consistente en la aprehensión física o 

material de la cosa –corpus-, y otro intrínseco traducido en la voluntad de 

tener el bien como dueño -animus-, que se deduce de hechos externos 

indicativos de esa intención4.  

 

Si alguien ostenta inicialmente calidad de mero tenedor con respecto a un 

bien inmueble, es posible que mute su calidad de la de poseedor bajo unas 

condiciones específicas; deberá para ello ejercer manifiestos y sendos actos 

de señor y dueño (artículo 777 del Código Civil)5; esto posibilita la 

denominada interversión del título, cuya validez se basa en el elemento 

animus, fuero interno del prescribiente, el cual debe ser apreciable en un 

plano exterior sin lugar a cuestionamientos, por lo cual no solo es posible 

lograr ese cambio con el paso del tiempo, si no gracias a su expresa y 

pública rebeldía6. 

 

2.3.2. Sobre la prueba de la titularidad del dominio anterior a la 

posesión ejercida por el demandado.  No hay duda, a partir de lo 

establecido en el artículo 946 del Código Civil, que solo puede reivindicar 

“el dueño de una cosa singular de que no está en posesión para que el poseedor de ella 

sea condenado a restituirla”. Esta norma sustancial define con claridad la 

 
4 La posesión, en sentir de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, impone el reconocimiento 
del denominado animus.  En efecto, se trata de: “(…) elemento interno, psicológico, la intención del 
dominus, que por escapar a la percepción directa de los sentidos es preciso presumir de la 
comprobación plena e inequívoca de los actos materiales y externos ejecutados continuamente y 
por todo el lapso que dure aquélla, que por constituir manifestación visible del señorío, llevan a 
inferir la intención o voluntad de hacerse dueño, mientras no aparezcan otras circunstancias que 
demuestren lo contrario, y el elemento externo, esto es, la retención física o material de la cosa.” 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 13 de 2009, Ruth Marina Díaz Rueda, 

Ref. exp. 52001-3103-004-2003-00200-01. 
5 El artículo 777 del Código Civil establece que “El simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia 
en posesión”. 
6 Para que se origine el fenómeno de la interversión del título se tiene que estar ante la mutación 
clara de la mera tenencia a una posesión, la cual debe manifestarse sin violencia, clandestinidad o 
interrupción, según el artículo 2531.3 del C.C. 
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titularidad activa de la pretensión reivindicatoria, y resulta ser un punto de 

partida para establecer las cargas que un demandante debe cumplir dentro 

de un proceso que tenga por objeto este tipo de asunto. 

 

Quien se presente como titular del derecho real de dominio debe acreditar, 

si quiere reivindicar, que tiene tanto el título (p.ej. un traslativo de dominio 

como lo es la venta, artículo 765 del Código Civil) como el modo (artículo 

756 y 673 del Código Civil). No obstante, la definición de esa titular tiene 

que anteponerse a esa posesión, máxime que el inciso 2 del artículo 762 

de nuestro estatuto civil define claramente que “el poseedor es reputado dueño, 

mientras otra persona no justifique serlo”. 

 

Es menester precisar que la jurisprudencia ha sido enfática en señalar que 

la posesión no puede ser anterior al derecho de propiedad en cabeza de la 

parte demandante.7 Se trata de una regla jurisprudencial, definida en 

precedente vertical, muy bien identificada por la parte recurrente, que debe 

evaluarse de forma sistémica, sin que pueda llegarse a una conclusión a la 

ligera sobre el asunto al margen de las normas sustantivas sobre la 

reivindicación y las reglas jurisprudenciales que sobre el asunto ha 

adoptado la propia Corte Suprema de Justicia.   

 

Sobre el asunto, la Sala de Casación Civil en sentencia CSJ SC11334-2015, 

27 ago., rad. n° 2007-000588-01, reiterada en sentencia SC8702-2017, 

Radicación n° 11001-3103-030-2003-00831-02 de 20 de junio de 2017, 

con ponencia del Magistrado Luis Alonso Rico Puerta, expresó lo 

siguiente: 

 
7 Cfr. Sentencia SC 10880 del 18 de agosto de 2015, Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, MP. Luis 
Armando Tolosa. 
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«[…] Por el sendero del ejemplo, lo explicó esta misma Corte en jurisprudencia 

añeja al señalar: ‘En la acción consagrada por el art. 950 del C.C. pueden 

contemplarse varios casos: llámase Pedro el demandante y Juan el demandado. 1) 

Pedro, con títulos registrados en 1910, demanda a Juan, cuya posesión principió 

en 1911. Debe triunfar Pedro. 2) Pedro, con un título registrado en 1910, 

demanda a Juan, cuya posesión principió en 1909. Debe triunfar Juan. 3) Pedro, 

con un título registrado en 1910 demanda a Juan, cuya posesión comenzó en 

1909 y presenta además otro título registrado con el cual comprueba que su autor 

fue causahabiente de Diego desde 1908. Debe triunfar Pedro, no por mérito del 

título, sino por mérito del título del autor. En estos tres casos, referentes a una 

propiedad privada, se ha partido de la base de que Juan es poseedor sin título. 

Cuando lo tiene se ofrecen otros casos harto complejos […]». (La subraya por 

fuera del texto). 

 

La referida sentencia trae a colación un concepto importante referente al 

“mérito del título del autor”. Es posible que quien reivindique aporte un título 

registrado que se une a unos anteriores, que igualmente están debidamente 

registrados.  

 

De esta forma, quien reivindica puede dar cuenta de la idoneidad de su 

título siempre y cuando pruebe que el mismo se une en una cadena de 

títulos que en su conjunto confirman un tiempo anterior al de la posesión. 

En la sentencia SC8702-2017 se confirma esta tesis que está en sintonía 

con la sentencia sustitutiva CSJ SC, 25 may. 1990, reiterada en fallo CSJ 

SC, 23 oct. 1992, rad. 3504. Por cierto, la Corte precisó lo siguiente:  
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“La anterioridad del título del reivindicante apunta no solo a que la adquisición 

de su derecho sea anterior a la posesión del demandado, sino al hecho de que ese 

derecho esté a su turno respaldado por la cadena ininterrumpida de los títulos de 

sus antecesores, que, si datan de una época anterior a la del inicio de la posesión 

del demandado, permiten el triunfo del reivindicante. Entonces, no sólo cuando el 

título de adquisición del dominio del reivindicante es anterior al inicio de la 

posesión del demandado, sino inclusive cuando es posterior, aquél puede sacar 

avante su pretensión si demuestra que el derecho que adquirió lo obtuvo su 

tradente a través de un título registrado, y que éste a su turno lo hubo de un 

causante que adquirió en idénticas condiciones; derecho que así concedido es 

anterior al inicio de la posesión del demandado, quien no ha adquirido la facultad 

legal de usucapir”.8 

 

2.3.3. Sobre la prueba del título del reivindicante.  Para encontrar 

como probada una cadena de títulos, tal y como se mencionó 

anteriormente en esta providencia, la parte demandante debe cumplir con 

una carga probatoria en torno a la acreditación de su derecho de dominio 

y de la anterioridad del título del reivindicante. Puede hacerlo mediante la 

escritura pública de adquisición del bien, pero igualmente mediante el 

certificado de tradición y libertad. Incluso solo presentando este último 

puede el demandante cumplir con sus cargas probatorias, conclusión a la 

 
8 La cadena de título es conocido como el registro oficial de titularidad de una propiedad; así ha 
sido reconocido jurisprudencialmente. Tratándose de bienes raíces es posible apoyarse en la 
cadena ininterrumpida de títulos registrados soporte del derecho de dominio del actor, con la 
finalidad de destruir la presunción prerrogativa que obra en favor del poseedor al tenor del inciso 
2º artículo 762 del Código Civil. La anterioridad del título del reivindicante apunta no solo a que la 
adquisición de su derecho sea anterior a la posesión del demandado, sino al hecho de que ese 
derecho esté a su turno respaldado por la cadena ininterrumpida de los títulos de sus antecesores, 
que, si datan de una época anterior a la del inicio de la posesión del demandado, permiten el 
triunfo del reivindicante.  Cfr. sentencias SC6037-2015 del 19 de mayo del 2015; SC 776 de 2021 
de la Corte Suprema de Justicia 
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que puede llegarse a partir de la posición jurisprudencial reciente 

proveniente de nuestro tribunal de casación. 

 

La Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC3540-2021 con radicado N° 

11001-31-03-015-2012-00647-01 MP Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, 

señaló que: 

 

“Aplicado a los procesos reivindicatorios, cuando el demandante aporte el 

certificado registral con su demanda, estará demostrando tanto el título que sirvió 

para la adquisición de su derecho, como la tradición; este entendimiento guarda 

coherencia con la protección a la confianza depositada por los administrados en 

los mencionados certificados, por mandato de la buena fe registral”.  

 

Asimismo, en la providencia referida se señala que: 

 

“(…) en la actualidad, la certificación expedida por el registrador da cuenta, no 

sólo del asentamiento en el registro inmobiliario, sino también de la existencia del 

título traslaticio y su conformidad jurídica, constituyéndose por sí misma en una 

prueba idónea de la propiedad, sin perjuicio de que, en atención al tipo del proceso, 

deba aportarse también el documento traslaticio que permita identificar 

correctamente el bien sobre el cual recae el derecho”. 

 

De igual manera, se debe tener presente que del título es el origen al 

“débito traslaticio”, lo que indica el nexo que surgió entre enajenante y 

adquirente. En este contexto cobran importancia las pruebas encaminadas 

a acreditar el modo, ya que como bien es sabido es a partir de este se 

adquiere la propiedad. De esta forma, “una vez probado el modo por medio del 

certificado de libertad y tradición de bienes inmuebles, se acredita la cadena de 
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titularidades, sin perjuicio de las demás probanzas exigidas para demostrar aspectos 

tocantes a la misma, como sus linderos”. 

 

En conclusión, siguiendo la línea jurisprudencial que viene trazando la Sala 

de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, es posible colegir que 

para que el demandante pueda cumplir con la carga probatoria sobre el 

dominio y la cadena de títulos antecedentes basta con dar cuenta en el 

proceso del certificado registral; justo este documento permite acreditar 

su mejor derecho al del poseedor.   

                                                                                                                                                                                              

2.4. Caso concreto 

 

2.4.1. Del dominio de los bienes litigiosos. En el expediente obran dos 

certificados de tradición y libertad, correspondientes a los folios de 

matrícula inmobiliaria números 001-881328 y 001-881287 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur (fls. 6-11), en 

los que se puede evidenciar que los señores Sandra Milena Virginia 

Jiménez y Erwald Johannes de La Croes adquirieron, mediante contrato 

de compraventa, tanto el apartamento como el parqueadero, referidos en 

la demanda, lo que se visualiza en la anotación número 14 de ambos 

documentos. 

 

Téngase en cuenta que mediante la referida compraventa se concretó la 

adquisición de los bienes litigiosos en la escritura pública número 5989 del 

24 de octubre del 2012, proveniente de la Notaría Dieciocho de Medellín, 

celebrada por los señores Oscar Javier López, Marina de Jesús Ruiz y 

Erwald Johannes de la Croes y Sandra Milena Jiménez.  
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2.4.2. Sobre la posesión ejercida por la demandada y la definición 

del límite temporal que da inicio a la misma.  La prueba recaudada 

dentro del proceso confirma la calidad de poseedora que ostenta la 

demandada, presupuesto axiológico indispensable para la prosperidad de 

una pretensión reivindicatoria. No solo al momento de contestar la 

demanda (fls 20-26), sino también con la confesión realizada a través de 

interrogatorio de parte (audio audiencia inicial).  

 

Asimismo, se cuenta con decisión favorable a la pasiva, proveniente del 

Juzgado Primero Civil Municipal de Itagüí, calendada a 21 de abril de 2016, 

por medio de la cual se declaró prospera la oposición formulada por la 

señora Olga Beatriz Rojas frente a la diligencia de entrega ordenada en el 

procedimiento de entrega material del tradente al adquirente (fls 28 ss, 

pruebas copia proceso 2019-00005). En esta providencia, la funcionaria 

judicial en mención señaló que “se avizora elementos constitutivos de un animo 

propio por parte de la señora Olga Beatriz de no reconocer a nadie como dueño del bien 

inmueble agotando con ello el elemento material externo por hechos que son perceptibles 

por los sentidos de quien reclama el bien como suyo y de otro lado la intención de hacerse 

daño (animus)”. Igualmente, en esa decisión se establece que ciertos 

documentos como los concernientes al pago del impuesto predial y pago 

del crédito hipotecario, si bien no figuran a nombre de la referida señora, 

confirman la voluntad de esta para comportarse como poseedora. 

 

Vale la pena precisar que la providencia que se acaba de relacionar sirve 

como referente probatorio para tener a la pasiva como poseedora. No hay 

duda que la misma por fijó un antecedente para definir en qué condiciones, 

a futuro, los demandantes podrían ejercer sus derechos sobre el inmueble. 

No podrían acudir a un mero proceso de restitución de tenencia.   Sólo les 
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cabía reivindicar.  Pero, debe dejarse claro que esa decisión adoptada en el 

marco de trámite de oposición a una diligencia de secuestro no puede ser 

“camisa e de fuerza” en lo concierne a la valoración de determinadas 

pruebas, como es lo concerniente a los efectos que deben dársele a los 

pagos realizados por la demandada a terceros con anterioridad al año 2012. 

 

Además, adviértase que la providencia de la funcionaria judicial municipal 

en ningún momento define una fecha específica cierta sobre el límite 

temporal en el que se dio inicio a la posesión por parte de la señora Olga 

Beatriz Rojas. 

 

De otro lado, se cuenta con el testimonio de la vecina Olga Patricia de Los 

Ríos, quien indica que la demanda vive en el bien con sus hijos y que desde 

hace varios años viene corriendo con los gastos que se generan del bien 

como lo son las cuotas de administración. Sin embargo, con esta 

declaración de terceros no es posible dilucidar los términos exactos en los 

que el corpus detentado por la demandada se convirtió en una posesión 

autónoma con independencia de los titulares de dominio. 

 

Para el Tribunal, las pruebas que se acaban de presentar revelan que la 

pasiva es efectivamente poseedora. No pueden compartirse los 

argumentos de la parte demandante de calificar a la demandada como una 

poseedora “espuria”.  En el proceso se han acreditado unos actos de 

manifiesta rebeldía frente al dominio de los actuales titulares (los 

demandantes). Al menos, a partir del 21 de abril de 2016 se cuenta con 

una decisión judicial que la reconoce como tal, y que por eso ha abocado 

a los demandantes a demandar en reivindicación.  
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Límite temporal para dar inicio a la posesión. Otro asunto, es el 

concerniente a establecer cuándo comenzó la pasiva a comportarse como 

señora y dueña de los bienes litigiosos, en su calidad de poseedora. De 

entrada, no puede decirse que es a partir del 2005, como ha insistido la 

señora Olga Beatriz Rojas desde el momento de la contestación. Craso 

error el argüido por la demandada de atribuirse para sí una calidad que ella 

claramente sabía que no tenía.  

 

El hecho de convivir con el señor Oscar Javier López Ruiz no la convertía 

en poseedora de los bienes. Como se advierte en los certificados de 

tradición, ya referenciados en la anotación número 3, los señores Oscar 

Javier Ruíz López y Marina de Jesús Ruiz Moncada el 15 de marzo del 

2005 adquirieron mediante escritura pública número 1006 en la Notaría 

Segunda de Medellín.  

 

No puede confundirse el hecho de la posesión con los posibles derechos 

de orden patrimonial que pudieron generarse por la convivencia marital 

con el señor López; menos aun cuando esta siguió prolongándose más allá 

de la fecha de adquisición del bien por parte de los demandantes.  El pago 

de la acreencia hipotecaria incluso se dio antes del negocio jurídico 

celebrado con estos.  

 

¿Cómo hablar entonces de una posesión a nombre exclusivo de la señora 

Olga con anterioridad a esa época? Imposible; cualquier pago, se hizo para 

cubrir una deuda, soportada por los titulares de entonces, lo que trae 

aparejado reconocimiento de dominio ajeno. En este contexto, resultan 

razonables las objeciones que sobre el punto presentan los demandantes 

en segunda instancia. 
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Así las cosas, para verificar cuándo se dio inicio a la posesión resultaba 

necesario confirmar la existencia de hechos de rebeldía que revelaran el 

ejercicio de un corpus exclusivo en cabeza de la señora Olga Beatriz Rojas 

y de un animus que la mostraran como señora y dueña ante terceros, a 

través de actos que le hubiese permitido desconocer la titularidad que antes 

ostentaban Oscar Javier López y Marina de Jesús Ruiz Moncada.  

 

Según la pasiva, cuenta con documentos para confirmar su posesión desde 

el año 2005, como constancias de pago del crédito hipotecario realizadas 

en 2008, 2009 y 2010, certificación emitida por el representante legal de la 

copropiedad Colina de Asís P.H (en la que se establece que la demandada 

habita el bien inmueble identificado desde el 15 de septiembre de 2005), 

copia de planillas de asistencia de la demandada a las asambleas ordinarias 

y pagos de cuotas de administración.  

 

Para la Sala ninguno de esos documentos demuestra por si el ejercicio de 

una posesión autónoma y excluyente en cabeza de la demandada, más bien 

lo que confirma es la voluntad de esta de hacer pagos a favor del titular o 

de dar cuenta de actos propios de su relación marital con uno de los 

titulares de dominio.  

 

No hay prueba que confirme que la demandada tuvo la voluntad de 

ostentar posesión como verdadera dueña por el tiempo comprendido 

entre los años 2005 y 2012. Lo único que puede considerarse es su calidad 

de tenedora y de unos posibles derechos derivados de su convivencia 

marital con el señor López. Y si se dio una interversión de su tenencia en 

posesión, por detentar el corpus exclusivo y ostentar un animus, fue con 
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posterioridad al otorgamiento de la escritura pública número 5989 del 24 

de octubre del 2012, esto es por la entrega que fuera propiciada por sus 

antiguos titulares, quienes no honraron la obligación principal que tenían 

como vendedores, que era la de entregar a sus compradores los bienes 

vendidos. Fue justo esta situación la que le obligó a la parte demandante a 

acudir a un procedimiento de restitución material del tradente al 

adquirente, cuya pretensión, pese a haber triunfado ante el incumplimiento 

de la parte vendedora, se vio truncada por la oposición a la entrega 

proveniente de la señora Olga Beatriz Rojas.  

 

2.4.3.  Sobre la prueba de los límites temporales del dominio en 

relación con la posesión y la aplicación del precedente 

jurisprudencial vertical. Como ya se explicó, no hay prueba que 

confirme que la demandada haya detentado una posesión exclusiva, para 

sí, con independencia de los señores Oscar Javier López Ruiz y Marina de 

Jesús Ruiz Moncada y con anterioridad al título de dominio de los 

demandantes, esto es, 24 de octubre del 2012. Si esta se produjo tuvo que 

ser en un periodo posterior a esta fecha; de todas formas, habrá de tenerse 

como poseedora a partir del 21 de abril del 2016. Esto corrobora, como 

se viene considerando, la sinrazón del reparo formulado en la demanda, lo 

que por sí es suficiente para confirmar la decisión de primera instancia.  

 

No obstante lo anterior, aunque se aceptaran los argumentos de tener a la 

pasiva como una poseedora con anterioridad al dominio de los 

demandantes, tampoco hay cabida a revocar la sentencia de primera 

instancia.  La demandada estima que documentos como los concernientes 

a los pagos del impuesto predial y las cuotas de administración en los años 

2008, 2009, 2010 y 2013 (fls. 27-45), aunado a la prueba testimonial, son 
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suficientes para confirmar ese hecho de posesión anterior. La recurrente 

olvida el alcance de los precedentes jurisprudenciales que de forma juiciosa 

cita.  Llama la atención que no haya tenido en cuenta lo que significa 

concepto del “mérito del título del autor” y lo que implica en un proceso 

confirmar la existencia de una cadena de títulos que remonte a un negocio 

jurídico debidamente registrado y que sea anterior a la posesión invocada 

por la parte demandada.  

 

De otro lado, los argumentos por la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia SC3540-2021, son definitivos para entender que la demandada 

no puede acudir a un argumento formalista, sobre la ausencia de un título. 

No puede negarse de esta forma un derecho tan claro que tienen los 

demandantes, con mayor razón cuando adquirieron el dominio de las 

personas que propiciaron que la pasiva habitara el apartamento que 

actualmente ocupa y que, en últimas, facilitaron su tenencia por el acto de 

entrega, más no el animus.   

 

El certificado registral, como bien lo ha indicado nuestro tribunal 

supremo, es suficiente para demostrar “tanto el título que sirvió para la 

adquisición de su derecho, como la tradición”; se trata de “una prueba idónea de la 

propiedad, sin perjuicio de que, en atención al tipo del proceso, deba aportarse también 

el documento traslaticio que permita identificar correctamente el bien sobre el cual recae 

el derecho”. 

 

En estas condiciones, no se necesitan razones adicionales para desestimar 

los cargos formulados por la parte recurrente, ya que se encuentra 

acreditada la cadena de títulos de los antecesores de los actuales titulares, 

debidamente registrados, en los folios de matrícula inmobiliaria números 
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001-881328 y 001-881287 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Sur (fls. 6-11).  En los referidos documentos, 

se advierte que los señores Oscar Javier Ruíz López y Marina de Jesús Ruiz 

Moncada el 15 de marzo del 2005 adquirieron mediante escritura pública 

número 1006 en la Notaría Segunda de Medellín. Posteriormente, los 

demandantes Erwald Johannes de La Croes y Sandra Milena Virginia 

Jiménez adquirieron mediante escritura pública número 5989 del 24 de 

octubre del 2012, proveniente de la Notaría Dieciocho de Medellín.  

 

2.5. Conclusión y costas 

 

La Sala colige del material probatorio que debe confirmarse lo decidido 

por el a quo. Como se explicó en las consideraciones previas, con los 

certificados de tradición y libertad se logró acreditar el dominio; y no solo 

eso, también la cadena de títulos sobre los bienes objeto de litigio, la que 

resulta anterior a la fecha de inicio de posesión indicada por la demandada.  

 

Dicho esto, se condenará en costas procesales en segunda instancia, a la 

parte demandada, de conformidad con el numeral 1 artículo 365 del 

Código General del Proceso. Como agencias en derecho se fija la cantidad 

correspondiente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente. 

 

3. DECISIÓN 

 

En mérito del análisis realizado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Medellín, en Sala Primera Civil de Decisión, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
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FALLA: 

 

Primero: Confirmar la sentencia de primera instancia sentencia del 21 de 

octubre de 2021, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de 

Itagüí por las razones expuestas en la parte motiva previa.   

 

Segundo: Costas por esta instancia a la parte demandada y recurrente. 

Como agencias en derecho se fijará la suma de un salario mínimo legal 

mensual vigente (1 SMLMV).  

 

TERCERO:  En firme lo decidido, devuélvase el expediente al lugar de 

origen. Notifíquese conforme a lo establecido en el decreto 806 de 2020.  

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado Ponente 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

Magistrado 

(En ausencia justificada) 

 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 

Magistrado 
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